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Providencia:               Sentencia - 2ª instancia - 1º de febrero de 2017

Radicación Nro.
66001-31-05-002-2015-00526-01

Proceso
Ordinario Laboral – Confirma sentencia que negó las pretensiones
Demandante:
María Rosalba Vélez Vélez
Demandado:
Colpensiones
Magistrado Ponente:  Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Segundo Laboral del Circuito
Tema:
 1. REGIMEN DE TRANSICION Y ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2005. 2. DERECHOS ADQUIRIDOS Y MERAS EXPECTATIVAS CON RELACIÓN AL ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2005. “[P]ara que la actora se pueda beneficiar del régimen de transición más allá del 31 de julio de 2010 y hasta el 31 de diciembre de 2014, le correspondía acreditar que para el 29 de julio de 2005, fecha en que empezó a regir el Acto Legislativo 01 de 2005, tenía por lo menos 750 semanas cotizadas o de servicios; no obstante, para esa calenda tan solo tiene 562,16 semanas, razón por la que no puede continuar gozando del régimen de transición hasta el año 2014. Es que nótese que de conformidad con lo establecido por la Corte Constitucional en la sentencia C-242 de 2009, a la que hace referencia la propia accionante, para el 29 de julio de 2005 cuando empezó a regir el Acto Legislativo 01 de 2005, ella no había consolidado su derecho a la pensión y no estaba cerca de concretarlo, pues si bien tenía cumplida la edad exigida por la normatividad que la cobijaba, lo cierto es que tan solo tenía acreditados 562,16 semanas de aportes, que corresponden a 10.93 años de servicios, es decir, aún le hacían falta 9,07 años de servicios o de cotización para acceder a la pensión de jubilación prevista en la Ley 71 de 1988; estando para esa fecha, esto es, el 29 de julio de 2005, frente a una mera probabilidad de consolidar un derecho a futuro, al punto que el mismo no pudo ser configurado plenamente por la señora Vélez Vélez al 31 de diciembre de 2014, fecha hasta la cual se extendió el régimen de transición, pues según el certificado de información laboral emitido por el Municipio de Anserma –fl.14- y la historia laboral allegada por Colpensiones –fls.60 a 65-, hasta ese momento logró acumular entre servicios prestados en el sector público y privado, un total de 995.14 semanas de aportes, que equivalen a 19.35 años de servicios. Bajo esas circunstancias no queda otro camino que negar las pretensiones de la demanda, tal y como lo determinó el Juzgado Segundo Laboral del Circuito.”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, primero de febrero de dos mil diecisiete, siendo las dos y treinta minutos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la señora MARÍA ROSALBA VÉLEZ VÉLEZ en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 20 de septiembre de 2016, dentro del proceso que le promueve a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-002-2015-00526-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Pretende la señora María Rosalba Vélez Vélez que la justicia laboral declare que es beneficiaria del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, sin que haya lugar a aplicársele el Acto Legislativo 01 de 2005 y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a que le reconozca y pague la pensión de jubilación por aportes a partir del 1º de febrero de 2015, la indexación de las sumas reconocidas, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

En su relato fáctico refiere que: Nació el 11 de marzo de 1949, por lo que a 1º de abril de 1994 tenía cumplidos más de 35 años de edad; empezó a cotizar al sistema general de pensiones desde el 1º de junio de 1977; el 12 de mayo de 2009 solicitó el reconocimiento de la pensión de jubilación por aportes, misma que fue negada por medio de la resolución Nº 7091 de 2009, bajo el argumento de que no contaba con el tiempo de servicios exigido en la Ley 71 de 1988; ante esa situación decidió seguir cotizando al sistema, logrando reunir 1015,71 semanas de cotización, motivo por el que elevó nuevamente solicitud de reconocimiento de la prestación económica, sin embargo, la misma fue resuelta negativamente en la resolución Nº GNR 200954 de 2015; para el momento en que entró en vigencia el Acto Legislativo 01 de 2005 contaba con 556.86 semanas cotizadas.

Al contestar la demanda –fls.49 a 54- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó la mayoría de hechos relatados por la actora, menos aquellos en los que se afirma tener cierta cantidad de semanas cotizadas, respecto de los cuales expresó que no le constaban. Se opuso a las pretensiones formulando las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia del derecho”, “Cobro de lo no debido”, “Improcedencia del reconocimiento de intereses moratorios”, “Buena fe”, y “Prescripción”.

En sentencia de 20 de septiembre de 2016, la funcionaria de primer grado determinó que la señora María Rosalba Vélez Vélez en principio es beneficiaria del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, pues al 1º de abril de 1994 tenía cumplidos más de 35 años de edad, por lo que al haber prestado sus servicios tanto en el sector público como privado, tiene derecho a que se le aplique la Ley 71 de 1988, la cual exige el cumplimiento de 55 años de edad en el caso de las mujeres y acreditar 20 años de servicios, que corresponden a 1028,57 semanas de aportes. Los 55 años de edad los cumplió el 11 de marzo de 2004, pero los 20 años de servicios tan solo los cumplió el 4 de julio de 2015, esto es, después de haber expirado el mencionado régimen transicional, advirtiendo que en este caso, ni siquiera resulta posible extendérsele a la señora Vélez Vélez ese régimen hasta el año 2014, por cuanto no contaba para el 29 de julio de 2005 con las 750 semanas de cotización o de servicios que exige el Acto Legislativo 01 de 2005, sin que sea posible inaplicar dicha normatividad, pues la propia Corte Constitucional ha manifestado que ese Acto Legislativo se encuentra acorde con los principios de razonabilidad y proporcionalidad.

Por tales motivos absolvió a la Administradora Colombiana de Pensiones de todas y cada una de las pretensiones de la demanda.

Inconforme con la decisión, la señora María Rosalba Vélez Vélez interpuso recurso de apelación argumentando que tiene derecho a que se le reconozca la prestación económica que reclama porque cumple los requisitos exigidos para ello, en consideración a que en este caso se debe inaplicar el Acto Legislativo 01 de 2005, de conformidad con lo señalado en la sentencia C-242 de 2009.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.
Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:
¿Es beneficiaria la señora María Rosalba Vélez Vélez del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993?

¿Tiene derecho el demandante a la pensión de vejez que reclama?

Con el propósito de dar solución los interrogantes en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

1. RÉGIMEN DE TRANSICIÓN Y ACTO LEGISLATIVO 001 DE 2005.

Según el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 son beneficiarios del régimen de transición quienes hubiesen cumplido 40 o 35 años al momento de entrar a regir la ley 100 de 1993, según se trate de hombres o mujeres, o quienes acrediten más de 15 años de servicios cotizados.

El Acto Legislativo 001 de 2005, por medio del cual se adicionó el artículo 48 de la Constitución Nacional, dispuso, en el parágrafo transitorio 4º, como fecha límite para la aplicación de dicho régimen el  31 de julio de 2010; excepto para los trabajadores que, además de beneficiarse de dicho régimen, acrediten como mínimo 750 semanas cotizadas o su equivalente en tiempo de servicios a la entrada en vigencia de dicha disposición, esto es, el 29 de julio de 2005, a los cuales se les respetará el régimen hasta el año 2014.
2. DERECHOS ADQUIRIDOS Y MERAS EXPECTATIVAS CON RELACIÓN AL ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2005.

En sentencia C-242 de 2009, la Corte Constitucional precisó que los derechos adquiridos son aquellas situaciones individuales y subjetivas que se crean y definen bajo el imperio de una Ley, otorgándoles a esos individuos un derecho subjetivo que debe ser respetado frente a Leyes posteriores que no pueden afectar lo legítimamente obtenido; mientras que las meras expectativas son probabilidades de adquisición futura de un derecho que, por no haberse consolidado, pueden ser reguladas por el legislador, con sujeción a parámetros de justicia y de equidad.

Bajo esa premisa y al analizar los cambios introducidos por el Legislador mediante el Acto Legislativo 01 de 2005, indicó:

“Las reformas a los regímenes pensionales, en particular, garantizan la sostenibilidad financiera del sistema pensional y la financiabilidad de otros potenciales pensionados. Estas finalidades constitucionalmente relevantes obligan a la ponderación entre sacrificios individuales y beneficios al sistema (artículo 48 CP, adicionado por el Acto Legislativo No. 1 de 2005). Ello explica que esta Corte haya puesto de presente que el Legislador no está obligado a sostener en el tiempo las expectativas que tienen las personas, conforme a las Leyes vigentes, en un momento determinado. Su potestad de  configuración legislativa le habilita a modificar los regímenes jurídicos en función de nuevas variables, razones de oportunidad o conveniencia, y a otros intereses y circunstancias contingentes que deba priorizar para lograr los fines del Estado Social de Derecho, desde luego, consultando  parámetros de justicia y equidad, y con sujeción a criterios de razonabilidad y proporcionalidad.”.
De lo expuesto se concluye, que si el Congreso de la República en su función legisladora tiene la facultad de modificar los regímenes jurídicos con el fin de lograr los fines del Estado Social de Derecho, con mayor razón puede ejecutar esa función en calidad de constituyente derivado, como en efecto lo hizo al adicionar el artículo 48 de la C.P. mediante la expedición del Acto Legislativo 01 de 2005.

EL CASO CONCRETO

Según copia de la cédula de ciudadanía visible a folio 13 del expediente, la señora María Rosalba Vélez Vélez nació el 11 de marzo de 1949, lo que significa que para el 1º de abril de 1994 contaba con 45 años de edad, siendo en principio beneficiaria del régimen de transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993.

De acuerdo con el Certificado de Información Laboral expedido por el Municipio de Anserma –fl.14- y la historia laboral allegada por Colpensiones –fls.60 a 65-, la demandante antes de entrar en vigencia el Sistema General de Pensiones había prestado sus servicios tanto en el sector público como en el privado, siéndole aplicable en consecuencia el régimen pensional previsto en la Ley 71 de 1988, que exige tener cumplidos 55 años de edad en el caso de las mujeres y acreditar 20 años de servicios.

Ella cumplió los 55 años de edad el 11 de marzo de 2004, pero para esa calenda tan solo contaba con 491,02 semanas de aportes (165,14 en el sector público y 325.88 en el sector privado), esto es, 9,58 años de servicios, motivo por el que no tiene derecho a la pensión de jubilación por aportes que reclama.

Ahora bien, para que la actora se pueda beneficiar del régimen de transición más allá del 31 de julio de 2010 y hasta el 31 de diciembre de 2014, le correspondía acreditar que para el 29 de julio de 2005, fecha en que empezó a regir el Acto Legislativo 01 de 2005, tenía por lo menos 750 semanas cotizadas o de servicios; no obstante, para esa calenda tan solo tiene 562,16 semanas, razón por la que no puede continuar gozando del régimen de transición hasta el año 2014.

Es que nótese que de conformidad con lo establecido por la Corte Constitucional en la sentencia C-242 de 2009, a la que hace referencia la propia accionante, para el 29 de julio de 2005 cuando empezó a regir el Acto Legislativo 01 de 2005, ella no había consolidado su derecho a la pensión y no estaba cerca de concretarlo, pues si bien tenía cumplida la edad exigida por la normatividad que la cobijaba, lo cierto es que tan solo tenía acreditados 562,16 semanas de aportes, que corresponden a 10.93 años de servicios, es decir, aún le hacían falta 9,07 años de servicios o de cotización para acceder a la pensión de jubilación prevista en la Ley 71 de 1988; estando para esa fecha, esto es, el 29 de julio de 2005, frente a una mera probabilidad de consolidar un derecho a futuro, al punto que el mismo no pudo ser configurado plenamente por la señora Vélez Vélez al 31 de diciembre de 2014, fecha hasta la cual se extendió el régimen de transición, pues según el certificado de información laboral emitido por el Municipio de Anserma –fl.14- y la historia laboral allegada por Colpensiones –fls.60 a 65-, hasta ese momento logró acumular entre servicios prestados en el sector público y privado, un total de 995.14 semanas de aportes, que equivalen a 19.35 años de servicios.

Bajo esas circunstancias no queda otro camino que negar las pretensiones de la demanda, tal y como lo determinó el Juzgado Segundo Laboral del Circuito.

Costas en esta instancia a cargo de la parte actora en un 100%. 

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia recurrida.

SEGUNDO. CONDERAR en costas en esta instancia a la parte actora en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.
Quienes Integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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